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En el presente informe jurídico se analiza el expediente N° 999-2019/CC2- 

INDECOPI, generado por un Procedimiento Administrativo Sancionador ante 

Indecopi por presuntas infracciones a la Ley N° 29571, Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, se tiene como partes al señor DLPO (denunciante) y a 

la empresa Los Portales Construye S.A.C. (denunciado). 

Denunciante señala que en agosto del 2017 suscribió un contrato denominado 

“Compromiso de contratar – Plan Ahorro” con la finalidad de adquirir un 

departamento construido por la denunciada, en este documento se determinó 

que se debía ahorrar como mínimo el 10% del valor del inmueble en un plazo de 

seis (06) meses para poder calificar a un crédito hipotecario; no obstante, 

posterior al vencimiento de este plazo se le comunicó al denunciante que por su 

calidad de trabajador independente tenía que cumplir con una extensión del 

plazo por seis (06) meses más para poder ser calificado por la entidad financiera. 

Posteriormente, con fecha 29 de abril de 2018 se suscribió el contrato “Compra 

Venta de Bien Futuro Pago con Crédito Hipotecario”, es en este momento 

cuando Denunciante informa recién haber tomado conocimiento de que si se 

diera el caso de ser no aprobado el crédito hipotecario a su favor se resolvería 

el contrato y se aplicaría una penalidad del 50% sobre la garantía pagada. Sin 

embargo, el contrato fue suscrito a voluntad y se continuó con el pago de las 

cuotas pactadas, pasado el plazo la denunciada informó que tenía que ahorrar 

seis (06) meses más para poder ser calificado. Frente a esto, Denunciante 

mostró su inconformidad y solicitó la devolución del 100% de los fondos 

ahorrados en la cuenta de ahorro hipotecario. La denunciada solicitó al 

denunciante que se apersone a sus oficinas para suscribir la resolución del 

contrato y se le informó que se aplicaría la cláusula penal establecida en el 

contrato. La denunciada contradice las afirmaciones de la denuncia y solicita que 

se declare infundada puesto que no se había contravenido la norma, señaló que 

las cláusulas se encontraban expresas en el contrato suscrito por Denunciante. 

En primera instancia la Secretaría de la Comisión de Protección al Consumidor 

N° 2 declaró: i) Infundada la denuncia contra Los Portales por presunta 

infracción al artículo 49 y literal a) del artículo 51 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en tanto que la cláusula consignada en el 

“Compromiso de contratar- Plan Ahorro” no resulta abusiva, ii) Denegar la 

solicitud de medidas correctivas y pago de costas y costos. Ante esto, 

Denunciante presentó el recurso de apelación contra la resolución. En segunda 

instancia la Sala especializada en Protección al Consumidor declara i) la nulidad 

parcial de la resolución 1 por imputar incorrectamente a la denunciada ii) nulidad 

parcial de Resolución emitida por la Comisión por la omisión en su 

pronunciamiento respecto a la presunta infracción al deber de información por 

parte de la denunciada, iii) Se declara infundada la denuncia, en tanto que la 

denunciada brindó información oportuna sobre las penalidades, iv) Se confirma 

resolución emitida por la Comisión en el extremo que declaró infundada la 

denuncia por infracción de los artículos 49 y 51 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 
I.1 Síntesis de la denuncia 

 
Con fecha 18 de julio de 2019, Denunciante, señor DLPO (en adelante, 

DENUNCIANTE), interpuso una denuncia ante la Secretaría Técnica de la 

Comisión de Protección al Consumidor Nro. 2 – Sede Central del Instituto 

Nacional de la Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual – 

INDECOPI (en adelante, La Secretaría) contra la empresa Los Portales 

Construye S.A.C. (en adelante, Los Portales) por la afectación a sus derechos 

contenidos y reconocidos en la Ley Nro. 29571 - Código de Protección y 

Defensa del Consumidor (en adelante, el Código) 

 
Fundamentos de Hecho 

 
Los fundamentos de la denuncia interpuesta fueron los siguientes: 

 
• A finales del mes de agosto del año 2017, el DENUNCIANTE celebró con 

Los Portales un contrato denominado “Compromiso de Contratar – Plan 

Ahorro” con la finalidad de adquirir uno de los departamentos que estaban 

siendo construidos por la empresa inmobiliaria en el proyecto denominado 

“Costanera Uno”- II Etapa, ubicado en la provincia constitucional del 

Callao. 

 
• En el mencionado contrato denominado compromiso de contratar, se pactó 

el pago de por lo menos el 10% del valor total del inmueble para poder ser 

evaluado por la entidad financiera con la que trabajaba la inmobiliaria, 

siendo esta el Banco GNB, y así poder acceder a un crédito hipotecario. 

 
• Durante los primeros seis (06) meses el DENUNCIANTE realizó los 

depósitos correspondientes, no obstante, finalizado este plazo Los 

Portales le comunicó que el plazo se tenía que extender seis (06) meses 

más ya que por la condición de profesional independiente y al no contar 

con boletas de pago que sustenten sus ingresos mensuales no era posible 

determinar si su capacidad económica se sostendría con el tiempo por lo 

que se debía extender el plazo para ser calificado. 

 
• El DENUNCIANTE por esa época sufrió la pérdida de su cónyuge por lo 

que comunicó a Los Portales que al ver sus ingresos dismuídos tendría 

que optar por un departamento de menor metraje y, por lo tanto, de menor 

costo o valor. 
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• Con fecha 29 de abril de 2018 el DENUNCIANTE suscribió con Los 

Portales el denominado contrato “Compra venta de bien futuro pago con 

crédito hipotecario”, es en este entonces cuando señala haber tomado 

conocimiento de las cláusulas de penalidad contenidas, donde se detallaba 

que si la entidad bancaria no aprobaba el crédito hipotecario se resolvería 

el contrato y se le aplicaría una penalidad del 50% sobre la garantía 

pagada, sin perjuicio de lo anterior, el Sr. Pómez firmó el contrato a voluntad 

y continuó con el ahorro hasta culminar el segundo plazo de seis (06) 

meses. 

 
• Finalizado el plazo de doce (12) meses de ahorros, a Los Portales se 

comunicó nuevamente con el DENUNCIANTE para informarle que tendría 

que ahorrar otros seis (06) meses más para poder ser calificado ya que 

hasta finalizar el segundo plazo la entidad financiera que trabajaba con 

Los Portales, no le iba a otorgar el crédito. Ante esto el DENUNCIANTE 

solicitó la liberación de los fondos depositados en la cuenta de ahorro 

hipotecario de la entidad bancaría que estaba percibiendo estos. 

 
• Los Portales mediante carta notarial citó al DENUNCIANTE para firmar la 

resolución del contrato, en el documento de resolución se detallaba el cobro 

de la penalidad del 50% de la garantía pagada por incumplimiento de las 

cláusulas contenidas en el compromiso de contratar. 

 
Fundamentos de derecho 

 
El DENUNCIANTE ampara su denuncia principalmente en los artículos 2°.1, 49°, 

50°, 77°.4, 104° y artículo IV.7 del Título preliminar del Código. 

 
Medios probatorios 

 
El DENUNCIANTE ofreció los siguientes medios probatorios: 

 

• Compromiso de contratar “Plan ahorro – Proyecto Costanera Uno – II 

etapa”, celebrado con fecha 28 de agosto del 2017. 

• Contrato de “Compra venta de bien futuro pago con crédito hipotecario”, 

celebrado con fecha 29 de abril del 2018 

• Constancia de depósito de S/ 2505.00 realizado a la cuenta de la 

inmobiliaria Los Portales Construye S.A.C. 

• Diez (10) constancias de depósito de los abonos o transferencias hechas 

en la cuenta de ahorro hipotecario del DENUNCIANTE. 

• Reporte de estado de cuenta del Banco GNB. 

• Carta notarial enviada por Los Portales al DENUNCIANTE. 
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I.2 Admisión a trámite de la denuncia 

 
Mediante Resolución N° 01 de fecha 27 de agosto de 2019, la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al consumidor N° 2 (en adelante, La 

Secretaría) admitió a trámite la denuncia interpuesta por el DENUNCIANTE 

en contra de Los Portales por presunta infracción al Código: 

 
i. Por presunta infracción de lo dispuesto en el literal b) del numeral 1.1 del 

artículo 1 y el artículo 2 del mencionado Código en tanto que la empresa 

no habría cumplido con disponer de manera oportuna, accesible y 

suficiente toda la información relevante. 

 
ii. Por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código en tanto que 

Los Portales al haber pretendido hacer que el DENUNCIANTE firme la 

resolución el contrato aplicando la penalidad estaría afectando la 

expectativa de este no encontrando una correspondencia entre lo que 

esperaba recibir del proveedor y lo que realmente recibió. 

 
iii. Presunta infracción del artículo 49 y literal a) del artículo 51 del Código en 

tanto que Los Portales habría insertado una cláusula abusiva en el 

contrato. 

 
Asimismo, se dispuso a correr traslado a la empresa Los Portales Construye 

para que brinde sus descargos en un plazo de mayor a cinco (05) días hábiles. 

 

I.3 Descargos 

 
Con fecha 20 de septiembre de 2019, Los Portales se apersonó al procedimiento 

administrativo iniciado de parte por el DENUNCIANTE y presentó sus 

descargos señalando los siguientes fundamentos: 

 
Sobre la presunta infracción al deber de información 

 
• Con fecha 15 de agosto de 2018 el DENUNCIANTE suscribe el contrato 

denominado Compromiso de Contratar – Plan ahorro con Los Portales para 

poder adquirir un inmueble construido por la misma. 

 
• En el numeral 8.1 de la octava cláusula del contrato se detalla de manera 

expresa 

 
“(...) En caso EL COMPRADOR incurra en cualquiera de los 

siguientes supuestos: 
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A. Si durante el plazo de vigencia del presente documento, el 

crédito hipotecario le fuera denegado a EL COMPRADOR 

B. Si EL COMPRADOR incumpliera con el pago puntual de una 

o cualquiera de las cuotas mensuales que se compromete ahorrar 

en la entidad financiera destinada por LOS PORTALES 

CONSTRUYE (…) 

(…) En caso de no cumplir cualesquiera de las obligaciones 

referidas previamente dentro de los plazos establecidos. LOS 

PORTALES CONSTRUYE quedará facultado a resolver 

unilateralmente y de pleno derecho el presente contrato. 

(…) Cuando se produzcan las causales de los literales b), c), d) 

y/o e) LOS PORTALES CONSTRUYE tendrá derecho a retener 

por concepto de penalidad el cincuenta por ciento (50%) del 

importe entregado en garantía por el comprador” 

En el caso del literal a) PORTALES CONSTRUYE aplicará la 

penalidad si la denegatoria por parte de la entidad bancaria o 

financiera se originara por causas imputables a EL 

COMPRADOR” (negrita y subrayado personal) * 
 

• Se evidencia el pleno conocimiento de la cláusula señalada anteriormente 

por el DENUNCIANTE ya que fue firmado de manera voluntaria dando a 

entender que, en sus plenas capacidades y con sentido de responsabilidad 

sabía del contenido del contrato, los términos y condiciones contractuales, 

todo esto previo a la suscripción del contrato. Lo referido atiende a un 

consumidor razonable ya que se estaría sometiendo a un compromiso que 

implica obligaciones monetarias de alto valor y que contiene penalidades 

ante el incumplimiento. 

 
Sobre la presunta infracción al deber de idoneidad y a las obligaciones de 

los proveedores 

 
• Con fecha 21 de julio de 2019 se le notificó al DENUNCIANTE la carta 

notarial donde se pone en conocimiento la resolución del contrato donde se 

detalla lo siguiente: 

 
“(…) habiendo incumplido el ahorro mensual que debió efectuar 

ante la respectiva entidad financiera y conforme a los términos 

acordados en la cláusula octava del compromiso suscrito, le 

comunicamos nuestra decisión de ejercer la resolución 

automática y unilateral del compromiso de compraventa (…)” 

 
• De los documentos presentados por el DENUNCIANTE como medios 

probatorios, se evidencia que la empresa Los Portales Construye solo citó 

al DENUNCIANTE para que se acerque a firmar la resolución, esto 
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previa lectura del documento como parte del procedimiento, además se 

menciona en la carta notarial a los términos acordados en una de las cláusulas 

del compromiso. No se desprende, evidencia o prueba que Los Portales haya 

obligado al DENUNCIANTE a firmar la resolución del compromiso. 

 
• La penalidad que se menciona en la carta notarial donde se informa la 

resolución del compromiso estaría sustentada correctamente ya que el 

DENUNCIANTE no cumplió con realizar el depósito mensual conforme a 

lo que establece la quinta cláusula del compromiso donde se señala que 

la puntualidad de pagos es necesaria para poder obtener una respuesta 

positiva de parte de la entidad bancaria para el préstamo hipotecario. 

 
• Ante la denegatoria de la entidad bancaria por causas imputables al 

DENUNCIANTE, la empresa Los Portales se vio plenamente facultada a 

poder resolver el contrato unilateralmente y cobrar la penalidad pactada. 

 

Respecto a la presunta aplicación de cláusulas abusivas 

• La cláusula octava que es la que el DENUNCIANTE señala como abusiva 

no corresponde con una que viole la buena fe o ponga en severa 

desventaja al consumidor ya que en esta solo se estipulan cuáles serían 

los remedios contractuales regulados por el propio Código Civil peruano 

frente a casos de incumplimiento. 

 
• En concreto, la cláusula octava, detallada en el contrato estaría cumpliendo 

plenamente su finalidad, de tratarla como abusiva se estaría 

desconociendo lo reconocido por la norma y perjudicando a los que se 

consideran proveedores de bienes o servicios porque se estarían 

estableciendo límites y generando perjuicios. 

 
• Es preciso mencionar que la cláusula ha estado detallada de manera 

expresa en el documento suscrito por el DENUNCIANTE ante lo cual no 

puede señalar desconocimiento sino lo contrario ya que con la firma se 

demuestra la aceptación por ser un acuerdo de voluntades. 

 
• Aunado a lo anteriormente señalado se trae a colación lo señalado en la 

Resolución Final N° 998-2013/CC2-INDECOPI donde se determinó que la 

redacción de una cláusula resolutiva no debe ser considerada como 

abusiva: “la misma establece una penalidad que se configura por el solo 

hecho del incumplimiento de la obligación dDenunciante (comprador) 

cuando este no cumpla con el pago puntual de las cuotas establecidas de 

acuerdo al fraccionamiento del precio acordado, por lo cual corresponde su 

aplicación al haberse corroborado que Denunciante no ha cancelado las 

cuotas adeudadas” 
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Fundamentos de Derecho 

La empresa Los Portales Construye amparó jurídicamente sus descargos en los 

artículos 141, 1354, 1362,1341 del Código Civil y 1,2,18 y 19 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor. 

Medios probatorios 

Los Portales ofreció los siguientes medios probatorios: 

• Copia del contrato de Compraventa 

• Liquidación por Resolución del contrato 

 
I.4 Contradice descargos 

 
Con fecha 02 de octubre de 2019 el DENUNCIANTE presentó su escrito 

contradiciendo todos los descargos presentados por Los Portales. 

En estos descargos señala que el proveedor tiene a obligación de brindar al 

consumidor toda la información relevante de manera previa a la toma de decisión 

y no solo plasmarla en una cláusula contractual y menos aun cuando se trata de 

cláusulas generales de contratación que no han sido aprobadas por la Autoridad 

Administrativa. 

 
I.5 Resolución de primera instancia 

 
Con fecha 13 de marzo de 2020, mediante Resolución Final N° 592-2020/CC2 

la Comisión de Protección al Consumidor N° 2 declaró lo siguiente: 

• Se precisa que el hecho imputado se analizará en una sola presunta 

infracción al artículo 49 y literal a) del artículo 51 del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor. 

• Infundada la denuncia contra Los Portales por la supuesta infracción al 

artículo 49 y literal a) del artículo 51 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, en tanto que la cláusula 8.1 del documento denominado 

“Compromiso de contratar – Plan Ahorro” no resulta una cláusula abusiva 

de contratación. 

• Se deniega la solicitud de medidas correctivas y pago de costas y costos 

del procedimiento por la denuncia presentada por el DENUNCIANTE. 

 

I.6 Síntesis del Recurso de Apelación 

 
Con fecha 14 de julio de 2020, el DENUNCIANTE interpuso recurso de 

apelación contra la Resolución Final N° 592-2020/CC2 teniendo como 

fundamentos: 

• La Autoridad Administrativa omitió elementos sustanciales que contiene 
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la resolución materia de apelación, la primera omisión versa sobre 

respecto de las infracciones denunciadas ya que, a parte de las indicadas 

en la resolución que estaban orientadas a determinar la existencia del 

aprovechamiento de la asimetría informativa por parte de Los Portales, se 

sostiene nuevamente que la información sobre la penalidad debió ser 

brindada antes de la firma del contrato mediante otros medios publicitarios 

o proformas ya que la firma del contrato es un estadio más avanzado y 

hasta ese punto ya se habían realizado ciertos pagos. 

 
• Omisión sobre el análisis del monto total de los depósitos que se han 

solicitado para devolución, en este punto la Comisión y Los Portales no 

se pronunciaron sobre los pagos realizados. 

 
I.7 Síntesis de contestación de apelación 

Con fecha 30 de diciembre de 2020 la denunciada empresa Los Portales 

presentó en su contestación a la apelación presentada por el DENUNCIANTE, 

argumentando lo siguiente: 

• Ratifican todos los argumentos vertidos en el escrito de descargos y se 

oponen a todo aquello que se contraponga a lo señalado en el mismo. 

 

• Se reitera que se puso en conocimiento de manera oportuna sobre la 

penalidad ya que esta se encontraba expresamente detallada en el 

documento suscrito a voluntad por el DENUNCIANTE quien como 

consumidor razonable debería tener mayores consideraciones en la 

lectura de un documento que a la firma lo compromete a una serie de 

obligaciones que no es posible pretenda mencionar que desconoce del 

contenido habiendo pasado trece meses desde la suscripción de este 

documento. 

 
 

I.8 Resolución de segunda instancia 

 
Mediante Resolución N° 0003-2021/SPC-INDECOPI de fecha 6 de enero de 

2021, la Sala Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, La Sala) 

declaró lo siguiente: 

 
• Declarar la nulidad parcial de la Resolución N° 1 de fecha 27 de agosto 

de 2019 en el extremo que La Secretaría imputo la denuncia interpuesta 

contra Los Portales respecto a la falta de información de la penalidad 

consignada en el compromiso de contratar como presunta infracción a los 

artículos 1 y 2 del Código cuando correspondía que la conducta sea 

evaluada bajo una presunta infracción del artículo 76.2 de la referida 

norma. 
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• Declarar la nulidad parcial de la Resolución 0592-2020/CC” del 13 de 

marzo en el extremo que omitió pronunciarse sobre la presunta infracción 

al deber de información, por vulneración de los principios de congruencia 

procesal y debido procedimiento. 

 
• Se declara INFUNDADA la denuncia interpuesta contra Los Portales 

Construye por presunta infracción del artículo 76.2 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor al haberse acreditado que se brindó 

a información oportuna sobre la penalidad aplicable ante el 

incumplimiento de pago. 

 
• Se confirma la Resolución 0592-2020/CC2 en el extremo que declaró 

infundada la denuncia interpuesta contra la empresa Los Portales 

Construye por presunta infracción de los artículos 49 y 51 del referido 

Código, en tanto que la cláusula indicaba expresamente que, ante la falta 

de abono de las cuotas pactadas, el proveedor se encontraba facultado a 

retener el monto indicado como penalidad no revistiendo esta cláusula un 

carácter abusivo. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURIDICOS IDENTIFICADOS EN EL EXPEDIENTE 

 
II.1 ¿La cláusula octava del compromiso de contratar constituye una 

cláusula abusiva por la retención del 50% del monto pagado como 

garantía? 

 
Las partes celebraron, en principio, un contrato denominado “Compromiso 

de contratar – Plan Ahorro” que se puede entender como el contrato 

preparatorio que vinculaba a las mismas y que generaría que en futuro se 

celebre el contrato de compraventa definitivo del departamento escogido 

por el DENUNCIANTE y que sería construido por Los Portales, 

inmobiliaria denunciada. 

 
En la cláusula octava del referido compromiso de contratar se describe la 

penalidad y cuáles serían las acciones o qué actos configurarían motivos 

para la aplicación de esta. 

 
Posteriormente, el DENUNCIANTE no cumplió con los plazos 

establecidos para el pago de las armadas de las cuotas para poder ser 

evaluado y acceder al crédito hipotecario que financiaría la compra del 

bien. 
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Precisamente fue en la cuota Nro. 3 en la que hubo un retraso y que 

motivó a Los Portales a resolver el contrato unilateralmente previa 

comunicación vía notarial al DENUNCIANTE. 

 
Ante los hechos mencionados cabe analizar si la cláusula impuesta en el 

compromiso de contratar redactado por Los Portales constituye una 

cláusula abusiva y si debería ser inaplicada en el caso en concreto; 

tomando en consideración que a criterio de la Comisión de Protección al 

Consumidor y la Sala Especializada de Protección al Consumidor, dicha 

cláusula no constituye una cláusula abusiva dentro de los parámetros que 

la norma establece. 

 

II.2 ¿Existió infracción al deber de brindar información al consumidor? 

 

Por medio de la Resolución 392-2020/CC2, la Comisión de Protección al 

Consumidor (en adelante, La Comisión) analizó como materia de 

pronunciamiento la presunta infracción al deber de brindar información al 

consumidor ya que, de acuerdo con lo indicado por el DENUNCIANTE, 

no se le habría informado oportunamente sobre la penalidad impuesta 

por medio de la cláusula. En dicha resolución se dispone a declarar 

infundada la denuncia por infracción al artículo 51 del Código en tanto 

que, las cláusulas que señala el DENUNCIANTE fueron informadas 

oportunamente por Los Portales. 

 
En la Resolución 003-2021/SPC-INDECOPI, La Sala confirma la 

resolución venida en grado en el extremo que se declara infundada la 

denuncia al acreditarse que se cumplió con la información de manera 

oportuna. 

 
En virtud de lo antes expuesto, cabe determinar y analizar si en el caso 

planteado el proveedor cumplió con el deber de brindar información 

adecuada y oportunamente al consumidor o si, de ser el caso, hubo una 

afectación y vulneración a este deber. Lo anterior tomando en cuenta que 

la información que debe brindar el proveedor debe generar certidumbre y 

facilitar la actuación y comportamiento del consumidor en el mercado ya 

que lo que se busca es que tenga pleno conocimiento de sus derechos y 

obligaciones teniendo en cuenta cuáles serían las posibles contingencias 

ante ciertas conductas. 
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II.3 El deber de idoneidad regulado en el artículo 18 y 19 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, relación con los servicios 

inmobiliarios 

 
Denunciante plantea como pretensión la vulneración a los artículos 18 y 

19 del Código debido a que presuntamente el proveedor habría obligado al 

denunciante a firmar la resolución del contrato donde se determinaba la 

penalidad y pago de esta. 

 
Mediante Resolución Final N° 592-2020/CC2, la Comisión de Protección 

al Consumidor concluyó que el análisis de la denuncia no se haría sobre 

la pretensión a la vulneración al deber de idoneidad. 

 
No obstante, se ha visto necesario como parte del análisis del expediente 

el determinar cómo se vincula el deber de idoneidad de los proveedores 

con los servicios inmobiliarios ya que quienes los ofrecen deben cumplir 

con las obligaciones que la norma estipula además de cumplir con las 

expectativas generadas al consumidor. 

 
Finalmente, se analizará el vínculo entre el deber de idoneidad y la 

información que brindan los proveedores. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURIDICOS 

IDENTIFICADOS 

 
Previo a desarrollar los problemas jurídicos del presente caso es necesario 

mencionar algunos conceptos que se vinculan estrechamente. 

El presente caso está referido a las actividades en el rubro inmobiliario, 

precisamente a la compra y venta de propiedades, por lo que corresponde 

determinar si el Indecopi es competente para conocer las infracciones cometidas 

en el sector inmobiliario. 

De acuerdo con lo mencionado en líneas anteriores, es necesario mencionar 

previamente lo que señala la Constitución en su artículo 139 inciso 1 que recalca 

la unidad y exclusividad jurisdiccional, frente a esto la entidad encargada de 

supervisar el cumplimiento de los proveedores frente a los consumidores en el 

sector inmobiliario es Indecopi. 
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III.1 ¿La cláusula octava del compromiso de contratar constituye una 

cláusula abusiva por la retención del 50% del monto pagado como 

garantía? 

 

Previo al análisis del problema, primero identificaremos frente a qué tipo 

de contrato estamos. Siendo así, estamos frente a dos contratos, el 

primero denominado “Compromiso de Contratar – Plan Ahorro” que se 

consideraría como un contrato preparatorio y el segundo contrato 

celebrado es el denominado “Contrato de Compraventa de bien futuro 

pago con crédito hipotecario” que es el contrato definitivo. Ambos 

contratos dilucidan una clara relación de consumo y donde se tiene como 

partes a un consumidor (denunciante) y un proveedor (denunciado). 

 
Es bien entendido que los contratos en general están compuestos por 

clausulas las cuales pueden ser negociadas por las partes o impuestas 

por el proveedor. 

 
Ahora, es necesario precisar y definir qué es una cláusula general de 

contratación que en el caso peruano se encuentra definido en nuestro 

Código Civil en el artículo 1392: 

 
Artículo 1392°. - 

Las cláusulas generales de contratación son aquéllas redactadas 

previa y unilateralmente por una persona o entidad, en forma 

general y abstracta, con el objeto de fijar el contenido normativo de 

una serie indefinida de futuros contratos particulares, con 

elementos propios de ellos. 

 
Además, Carlos Cárdenas Quirós (2000) en su artículo llamado “Las 

cláusulas generales de contratación y el control de las cláusulas abusivas” 

también nos brinda una definición: 

 
Son disposiciones generales y abstractas que integrarán la oferta 

de una serie indefinida de contra tos individuales y que adquirirán 

fuerza vinculante sólo una vez celebrados los correspondientes 

contratos. (p.113) 

 
De la lectura anterior entonces se desprende la característica más 

importante, la redacción unilateral, o sea, la no existencia de negociación 

entre las partes. Se debe resaltar también que se ha hecho una distinción 

en este tipo de cláusulas ya que existen aquellas que fueron aprobadas 

administrativamente y las que no; en el primer caso se tiene, por ejemplo, 

aquellas cláusulas que las entidades bancarias desean establecer en sus 
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contratos y que previo a celebrar el acto debe ser aprobado por la entidad 

que lo supervisa, en este caso, la Superintendencia de Banca, Seguros y 

AFP; por otro lado, se tienen a aquellas que no fueron aprobadas 

administrativamente, en este caso tenemos a las cláusulas que han sido 

establecidas en los contratos, tanto el preparatorio como el definitivo, 

materia de análisis del presente expediente, al respecto sobre este tipo 

de cláusulas vemos que no hay una entidad que regule la imposición de 

estos en los contratos pero si la norma precisa cuáles son los parámetros 

y brinda los lineamientos que deben seguir para no vulnerar los derechos 

de los consumidores ni los principios del derecho. 

 
Es así como llegamos a las cláusulas abusivas en los contratos, en este 

punto es importante mencionar que este tipo de cláusulas se pueden 

encontrar tanto en aquellas que han sido aprobadas administrativamente 

como en las que no, la mayor incidencia evidentemente se encuentra en 

las que no han sido aprobadas administrativamente, ya que como se ha 

redactado en el párrafo precedente, es parte de su naturaleza la no 

existencia de una entidad que supervise la redacción de las estas. Al 

respecto, el Código de Protección y Defensa del Consumidor en el artículo 

49 señala lo siguiente: 

 
Artículo 49°. - 

En los contratos por adhesión y en las cláusulas generales de 

contratación no aprobadas administrativamente, se consideran 

cláusulas abusivas y, por tanto, inexigibles todas aquellas 

estipulaciones no negociadas individualmente que, en contra de las 

exigencias de la buena fe, coloquen al consumidor, en su perjuicio, 

en una situación de desventaja o desigualdad o anulen sus 

derechos. 

 
Vemos que el Código para determinar y evaluar si una cláusula es abusiva 

toma en consideración cuál ha sido la naturaleza de los productos o 

servicios que fueron objeto del contrato del que se señala que 

presuntamente se habrían estipulado clausulas en desventaja del 

consumidor, además de la información que se le habría brindado a este. 

 
Además, tenemos a Carbonell O’Brien (2021) que brinda su definición de 

las cláusulas no negociadas por las partes: 

 
Las cláusulas no negociadas individualmente son todas aquellas 

cláusulas desequilibradas incluidas en un contrato de negociación 

individual, las cuales han sido predispuestas por el proveedor e 

incorporadas en el contrato sin participación del consumidor en el 

contenido de las mismas. (p. 215) 
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Ahora, las cláusulas abusivas se encuentran en aquellas que no han sido 

negociadas, esto ha sido señalado por la norma ya que no cabría alegar 

de abusiva a una cláusula que ha sido negociada por las partes, pero para 

que configuren como una no basta solo eso, sino que la misma debe 

poner en desventaja al consumidor y haber sido estipulada de mala fe por 

el proveedor en aprovechamiento del consumidor. El Código, nos resalta 

que uno de los derechos de los consumidores es la protección contra las 

cláusulas abusivas en los denominados contratos de consumo. 

 
Respecto a las cláusulas abusivas el Código hace una clasificación que 

divide en dos a estas cláusulas, las primeras son las llamadas de 

ineficacia absoluta, estas se encuentran definidas por el artículo 50° del 

mencionado Código y son “numerus clausus” ya que es el mismo cuerpo 

normativo que determina en qué casos se puede determinar que un 

proveedor estableció cláusulas de este tipo. Las segundas son las de 

ineficacia relativa, reguladas en el artículo 51 de la norma y de su nombre 

se desprende que se tendrá que analizar en cada caso concreto si se ha 

incurrido en una cláusula de este tipo. 

 
En consideración de lo anterior tenemos al Doctor Juan Espinoza (2021) 

que da sus comentarios respecto a los artículos 50° y 51° del Código: 

 
(…) establece dos listas, una negra, en la cual las cláusulas 

vejatorias son ineficaces absolutas (entiéndase nulas) (art. 50) y 

otra gris en la cual existe la presunción que nos encontramos frente 

a cláusulas vejatorias, las cuales serán declaradas ineficaz 

relativas (entiéndase anulables) (art. 51). Tanto en uno como en 

otro caso, es el juez quien declarará la nulidad o anulabilidad de las 

cláusulas. (…) la autoridad administrativa solo puede declarar 

inaplicables las cláusulas abusivas (art. 52.1 del CPDC) (…). (Pág. 

616) 

 
Por otro lado, se tiene la jurisprudencia por medio de la Resolución N° 

0078-20/SC2-INDECOPI donde La Sala emite su pronunciamiento sobre 

los criterios adicionales para determinar si una cláusula abusiva de 

ineficacia relativa: 

 
(i) La cláusula ocasione una desventaja al consumidor; 

(ii) la cláusula esté inserta en un contrato que, interpretado en 

conjunto, no justifique la desventaja impuesta al consumidor; y, 

(iii) la cláusula ocasione una desventaja que sea significativa, en el 

sentido que desequilibre la relación entre la posición del 

proveedor y la posición del consumidor.” 
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Es así como se hace necesario mencionar que el contrato suscrito por las 

partes es uno que se categoriza como de adhesión, regulado por nuestro 

Código Civil en su artículo 1390°. Es en este tipo de contratos, informando 

previamente que no son los únicos, donde se observan las cláusulas 

abusivas, esto quiere decir que una de las partes es quien redacta el 

cuerpo del contrato, o sea, no hay negociación entre las partes para la 

redacción sino lo contrario ya que es el proveedor quien ofrece todo el 

contenido contractual al consumidor quien dará lectura, evaluará y de 

considerarlo con su aceptación se obligará a cumplir con lo detallado en 

el contenido y las cláusulas que están en este o, rechazarlo u abstenerse 

de la aceptación por no encontrarse de acuerdo con una o más de las 

estipulaciones que se detallen en el mencionado contrato evaluando si va 

acorde con sus necesidades. Con ello, es conveniente precisar que 

nuestro Código Civil las precisa como “estipulaciones inválidas” y dispone 

lo siguiente: 

 
Artículo 1398°. - 

En los contratos celebrados por adhesión y en las cláusulas 

generales de contratación no aprobadas administrativamente, no 

son válidas las estipulaciones que establezcan, en favor de quien 

las ha redactado, exoneraciones o limitaciones de responsabilidad; 

facultades de suspender la ejecución del contrato, de rescindirlo o 

de resolverlo, y de prohibir a la otra parte el derecho de oponer 

excepciones o de prorrogar o renovar tácitamente el contrato. 

 
Además de la regulación que nos brinda el Código Civil, tenemos al 

Código de Protección y Defensa del Consumidor que en su artículo 48° 

señala los requisitos que deben cumplir las cláusulas que se encuentren 

en un contrato de consumo por adhesión. 

 
Artículo 48°. – 

En los contratos de consumo celebrados por adhesión o con 

clausulas generales de contratación, debe cumplirse con los 

siguientes requisitos: 

a. concreción, claridad, sencillez en la redacción, con posibilidad 

de comprensión directa, sin reenvíos a textos o documentos que 

no se faciliten previa o simultanéate a la conclusión del contrato, 

y a los que, en todo caso, debe hacerse referencia expresa en 

el documento contractual. 

b. Accesibilidad y legibilidad, de forma que permita al consumidor 

y usuario el conocimiento previo del contenido del contrato antes 

de su suscepción. 
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c. Buena fe y equilibrio necesario en los derechos y obligaciones 

de las partes, lo que en todo caso excluye la utilización de 

cláusulas abusivas 

Lo dispuesto en el presente articulo resulta de aplicación a los 

contratos celebrados en base a clausulas generales de 

contratación, se encuentren o no sometidas a aprobación 

administrativa. 

 
Entonces, es evidente que las cláusulas en un contrato por adhesión están 

predispuestas por lo que se podría desprender que los proveedores 

aprovecharían su “poder” estableciendo cláusulas que los beneficien 

frente a los consumidores. Es necesario mencionar también este tipo de 

contratos tienen su naturaleza en la contratación masiva que busca 

reducir costos para los proveedores no solo referido a recursos 

económicos sino también al tiempo que tomaría una negociación, 

entonces es por su mismo origen es que en muchas ocasionen pueden 

generar perjuicios a los consumidores que contratan. Además, se le 

añade a la prohibición, que tenemos el principio de buena fe que está 

taxativamente en nuestro ordenamiento jurídico (Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, 2010) y señala: 

 
Artículo V.- Principios 

(…) 

5. Principio de Buena Fe. - En la actuación en el mercado y en el 

ámbito de vigencia del presente Código, los consumidores, los 

proveedores, las asociaciones de consumidores, y sus 

representantes, deben guiar su conducta acorde con el principio de 

la buena fe de confianza y lealtad entre las partes. Al evaluar la 

conducta del consumidor se analizan las circunstancias relevantes 

del caso, como la información brindada, las características de la 

contratación y otros elementos sobre el particular (…) 

 
La buena fe que señala el articulado de la norma hace referencia a la 

buena actuación y la lealtad de las partes que actúan, la aplicación de este 

principio no solo se subsume a los proveedores sino también el Código se 

abre a que los consumidores deben mostrar un comportamiento en el 

mercado que vaya acorde a la buena fe. Al respecto tenemos la idea de 

distintos autores que por medio del denominado “Comentarios al Código 

de Protección y Defensa del Consumidor” (2021) señalan lo siguiente: 

 
El Derecho del Consumo está edificado en este principio pues todo 

el andamiaje normativo consumerista pretende proteger al sujeto 

débil contra el riesgo de abuso de la parte fuerte en la relación de 

consumo (…) la norma exige una evaluación de la conducta del 
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consumidor de acuerdo al contexto, lo cual permite al juzgador o 

autoridad de protección determinar, partiendo de la debilidad que 

padece el consumidor en el mercado, si el comportamiento de este 

se adecúa a los parámetros de lealtad y confianza con que actúan 

las personas en el mercado. (p. 114-115) 

 
Con la lectura del artículo que señala al principio de buena, se desprende 

que debe primar una conducta honrada de las partes que participan y se 

relacionan. Además, esta conducta debe perdurar desde las tratativas 

preliminares hasta que se ejecute el contrato. 

 
Finalmente, en el análisis de las cláusulas veremos las denominadas 

clausulas penales que según el Código Civil peruano en su artículo 1341 

son: 

Artículo 1341°. - 

El pacto por el que se acuerda que, en caso de incumplimiento, uno 

de los contratantes queda obligado al pago de una penalidad, tiene 

el efecto de limitar el resarcimiento a esta prestación y a que se 

devuelva la contraprestación, si la hubiere; salvo que se haya 

estipulado la indemnización del daño ulterior. En este último caso, 

el deudor deberá pagar el íntegro de la penalidad, pero ésta se 

computa como parte de los daños y perjuicios si fueran mayores. 

 
Ahora, como ya se ha definido todo lo relacionado y que resulta necesario 

para el entendimiento y el análisis, se llega al punto de determinar si la 

cláusula establecida en el contrato denominado “Compromiso de 

Contratar – Plan Ahorro”. 

 
En ese sentido, la Resolución Final Nro. 592-020/CC2 emitida por la 

Comisión de Protección al Consumidor Nro. 2 y a Resolución 003- 

2021/SPC emitida por la Sala Especializada de Protección al Consumidor 

decidieron que la cláusula octava, relativa a que ante el incumplimiento 

impuntual del pago de alguna de las cuotas a la entidad financiera, la 

inmobiliaria quedaría facultada a resolver unilateralmente el contrato 

sustentado en el perjuicio que significaría para el proveedor la falta de 

cumplimiento de parte del consumidor. 

 
Siguiendo la línea anterior, tenemos la Resolución N° 2818-2014/SPC- 

INDECOPI que nos señala lo siguiente: 

 
Es válido y legal que, ante el incumplimiento de un acuerdo de 

partes, se establezca la resolución del contrato y se aplique la 

penalidad pactada, siendo esta última un mecanismo válido para 

incentivar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
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contrato, por tanto, una cláusula en estos términos no resulta 

abusiva. 

 
Es así como, de acuerdo con los actuados expuestos en el expediente 

materia de estudio en el presente informe, lo que ocasionó la ruptura de 

la relación contractual de las partes se debió a conductas imputables al 

DENUNCIANTE ya que con la demora en el pago irrespetando los 

plazos pactados, la cláusula era perfectamente aplicable. 

 
De acuerdo con ello, al evaluar las cláusulas abusivas en el contrato 

presente que es uno por adhesión que contiene cláusulas que no han sido 

aprobadas administrativamente vemos que debería haber existió 

desequilibrio entre las partes y los derechos y obligaciones contenidas en 

el contrato siendo que Los Portales cumplió como proveedor con sus 

obligaciones y exigía sus derechos, caso contrario con el 

DENUNCIANTE, que incumplió con los plazos. Es evidente que la 

cláusula era de pleno conocimiento al encontrarse detallado en el 

referido Compromiso de contratar – Plan Ahorro es así como la empresa 

Los Portales se encontró facultado para aplicar las condiciones pactadas 

sin existir mala fe de por medio. 

 
III.2 ¿Existió infracción al deber de brindar información al consumidor? 

 
El deber de brindar información sobre los productos o servicios que se 

ofrezcan configura como una de las principales obligaciones de los 

proveedores y es también un derecho primordial de los consumidores. 

Es por eso que, la información es un eje determinante en la relación que 

existe entre los proveedores y consumidores ya que este último teniendo 

información de primera mano (o sea, brindada por el proveedor) genera 

confianza y certidumbre, consecuentemente se verá una mayor 

versatilidad en el comportamiento de este en el mercado. 

 
Es así como se vio la necesidad de insertar el conocido principio de 

corrección de la asimetría regulado en el artículo V del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor. 

 
Con este principio vemos que el Código refiere que el consumidor es la 

parte más vulnerable en la relación con el proveedor porque este solo 

busca que el mercado con los productos y servicios que brinda, satisfaga 

sus necesidades de acuerdo a lo que requiera en el momento ya sea para 

consumo propio o para su entorno familiar o amical, y que aun conociendo 

qué es lo que necesita, no necesariamente cuenta con conocimiento 

mayor o técnico si fuera el caso. 
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Por otro lado, el proveedor que por ser quien ofrece los productos y/o 

servicios conoce naturalmente más a profundidad las características de 

los mismos, o sea, tiene el conocimiento técnico y especializado. 

Entonces, la falta de información y del conocimiento especializado del 

consumidor hace que se coloque en una situación desproporcional y de 

mayor fragilidad, debilidad o vulnerabilidad por lo que puede ocurrir que 

en ciertas ocasiones el proveedor en aprovechamiento de su 

conocimiento incurra en prácticas que lo beneficien y lo pongan en ventaja 

sobre el consumidor. 

 
Por este principio es que vemos que se busca generar mayor seguridad a 

los consumidores en el mercado y poniendo al proveedor en alerta de no 

incurrir en prácticas abusivas; no obstante, esta corrección de la asimetría 

informativa tiene como una consecuencia principal a la elevación de 

costos debido a que la transmisión de información a los consumidores 

implica un costo adicional para el proveedor. 

 
Además de la inserción del referido principio, el Código en sus artículos 

1.1° literal b, regula el derecho a acceder a información oportuna, 

suficiente, veraz y fácilmente accesible, además de relevante para tomar 

una decisión o elección de consumo. 

 
Ahora, es necesario mencionar que el presente punto tiene conexión con 

el último que vamos a tratar en el presente informe, esto debido a que el 

deber de información está vinculado al deber de idoneidad. Al respecto 

tenemos a Juan Alejandro Espinoza que comenta en la Resolución N° 

2623-2018/SPC: 

 
Existen supuestos en los cuales los tipos jurídicos de información 

e idoneidad pueden estar estrechamente vinculados, pues, una 

potencial infracción del primero devendrá razonablemente en la 

vulneración de este último. En efecto, se tratan de casos en los que 

la omisión o error al trasladar determinada información 

indefectiblemente causará que el producto o servicio otorgado no 

sea idóneo, esto es, generará una afectación a la legítima 

expectativa de un consumidor. 

 
La información que se transmite al consumidor se puede dar por diversos 

medios, el principal sería la publicidad, pero esta sirve en un primer 

momento para poder captar al cliente, posterior a la captación es donde 

se brindan mayores datos sobre las características, detalles y condiciones 

del bien, en este caso refiriéndonos expresamente a los bienes inmuebles 

que ofertan las empresas inmobiliarias en el mercado. 
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Es entonces que ese primer momento tiene una relevancia particular 

porque, como ya se comentó, el proveedor brindará información relevante 

para captar al consumidor, entre esta información se destaca lo que son 

las características, las condiciones, los detalles a tomar en consideración 

y hasta cómo se diferencian de otros proveedores que se encuentran en 

el mercado, todo esto debe ser transmitido al cliente como señala el 

Código de manera oportuna, eficiente y veraz teniendo las 

consideraciones pertinentes en cada caso, por ejemplo, el tipo de público 

al que se dirige y evitando brindar información que fuera inútil o que lleve 

a confusión por la falta de conocimiento técnico. De esta manera se 

estaría buscando que el consumidor pueda adquirir el conocimiento 

suficiente sobre el producto o servicio que desea consumir, corrigiendo 

así, mas no eliminando, la asimetría de información que es natural en el 

mercado. 

 
Ahora, previo a continuar desarrollando el tema es necesario mencionar 

que no es lo mismo hablar del deber de información y de publicidad, si 

bien ambos conceptos están vinculados y llevados a la práctica aún más 

porque trabajan de la mano, tienen diferencias. La publicidad es un medio 

que usan las empresas por el que difunden sus productos o servicios 

utilizando técnicas para convencer sobre lo que ofrecen en el mercado 

para llegar al consumidor de quien se busca la atención principal. 

Evidentemente la publicidad contiene información sobre lo que se ofrece 

en el mercado, pero es información que busca captar potenciales clientes 

para las empresas. 

La información que debe brindar el proveedor a los consumidores es una 

obligación que impone la normativa y esta debe contener todos los 

lineamientos o detalles que ayuden al consumidor a tomar una elección 

correcta de acuerdo a sus necesidades. 

 
El consumidor de productos o servicios inmobiliarios ya sea una persona 

natural o jurídica normalmente, desconoce el complejo mundo en el que 

se desarrollan los proveedores inmobiliarios por lo que es común que se 

deje llevar por las expectativas que se generen por la información que 

brinde el proveedor en un primer momento. 

Silvia Muñoz en su artículo llamado “El derecho a la información en la 

esfera de protección al consumidor” señala que hay facetas para llegar a 

la fase de los contratos entre las partes, es así como nos da una etapa 

precontractual sobre la cual comenta que “las negociaciones deben 

desenvolverse seriamente, con diligencia y sin mala fe configurativa”; 

posterior a esta etapa vendría la formativa del contrato donde menciona a 

la buena fe porque según indica se estaría “obligando a las partes a 

comportarse con corrección y lealtad, lo cual impone un deber de 
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información que permita a la contraparte (consumidor) conocer el estado 

real del negocio, evitándole posibles errores o engaños” (2012) 

 
Además, el Código en su artículo 78° regula la información mínima que 

debe brindar el proveedor en el contrato de compraventa del inmueble que 

oferta en el mercado. 

 
En consecuencia, se puede determinar que Indecopi en su rol de velar por 

los consumidores está pendiente por el cumplimiento del deber de 

información y sus intereses. 

 
Es entonces que, verificando estos requisitos que señala la norma con los 

estipulados en el compromiso de contratar que motivó al 

DENUNCIANTE a llegar a instancias del Indecopi es que podemos 

determinar que contrario a lo señalado por este, el proveedor 

denunciado, Los Portales, cumplió con señalar las partes, el bien objeto 

de transacción, la entrega, el precio y la forma de pago, además que este 

documento fue de acceso al consumidor ya que se le brindó una copia a 

la suscripción de este. Además, no es una imposición de la norma que se 

ponga en la publicidad que brinda la inmobiliaria a los consumidores que 

se informe sobre una cláusula penal por incumplimiento ya que esto se 

vería en una siguiente fase que es la suscripción del compromiso de 

contratar. 

 
En consecuencia, considerando lo anterior y con los medios probatorios 

presentados, se desprende que Los Portales si cumplió con brindar la 

información de manera, veraz, oportuna y eficiente como la norma dispone 

y exige; el consumidor tomó conocimiento de las cláusulas debido a que 

se encontraban detalladas en la redacción teniendo que asumir las 

obligaciones que se desprenden a la suscripción. Además, teniendo en 

cuenta el listado de requisitos que establece el Código sobre la 

información que se debe brindar al consumidor, se observa que ha sido 

entregada además de la información adicional que se consideró como 

relevante. 

III.3 El deber de idoneidad regulado en el artículo 18 y 19 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, relación con los servicios 

inmobiliarios 

 
Previo al análisis, es necesario mencionar que en los últimos años el 

sector inmobiliario ha ido creciendo exponencialmente, al respecto 

Gianfranco Iparraguirre en su texto llamado “La regulación de protección 

al consumidor en los productos y servicio inmobiliarios en el Perú” y brinda 

un análisis con información estadística obtenida del Instituto Nacional de 

Estadística e Informática: 
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(…) Una mirada a las estadísticas de los últimos años nos presenta 

como dato significativo la comparación entre el número de 

inmuebles inscritos en registros públicos en el Perú en el año 2002 

frente al número de inmuebles inscritos el 2012. Dicha comparación 

muestra que, por ejemplo, para el 2002 el número de inmuebles 

inscritos ascendía a la cifra de 228, 395 y que dicho número se 

incrementaría en más del 100% en el año 2012, registrándose la 

cifra de 566, 382 inmuebles inscritos en los Registros Públicos 

inmobiliarios a nivel nacional. 

Es así que, observando el escenario, ante un crecimiento como el 

detallado es evidente que trae consigo mayores expectativas en los 

consumidores y por lo tanto, mayores exigencias en el mercado para los 

proveedores de este rubro que buscarán satisfacer las necesidades que 

van surgiendo, esto se podría decir que es el punto positivo ya que se 

genera crecimiento económico pero también está la arista que podríamos 

denominar como negativa que es que ante el consumo en crecimiento de 

los productos inmobiliarios y con el incremento de transacciones se tendrá 

también un incremento en las denuncias ante los proveedores. 

El deber de idoneidad puede ser aplicable a distintas ramas de la materia 

de consumidor; no obstante, refiriéndonos al rubro inmobiliario, en el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor promulgado por la Ley 

Nro. 29571 se reguló por primera vez en su articulado las disposiciones 

referidas a los productos o servicios inmobiliarios. 

Al respecto, Gianfranco Iparraguirre Romero (2014) también hace 

mención señalando lo siguiente: 

(…) es posible delimitar la regulación de los servicios inmobiliarios 

en tres clases o tipos: (i) la regulación del “deber de información” 

del producto y/o servicio inmobiliario; (ii) la regulación del “deber de 

idoneidad” del proveedor del producto y/o servicio inmobiliario; y, 

(iii) la regulación de las garantías y del servicio de posventa que 

debe ofrecer el proveedor inmobiliario, obligaciones que se 

encuentran también dentro de la esfera del “deber de idoneidad” (p. 

139) 

Además, contamos con la normativa regulada por el Código de Protección 

al Consumidor en sus artículos 18° y 19° donde se establece todo lo 

referido al deber de idoneidad 

Artículo 18º.- 

Idoneidad: Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo 

que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en 

función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información 
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transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, las 

características y naturaleza del producto o servicio, el precio, entre 

otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. La 

idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del 

producto o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la 

cual ha sido puesto en el mercado. 

 
Artículo 19°. - 

Obligación de los proveedores: El proveedor responde por la 

idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos; por la 

autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben sus productos 

o del signo que respalda al prestador del servicio, por la falta de 

conformidad entre la publicidad comercial de los productos y 

servicios y estos, así como por el contenido y la vida útil del 

producto indicado en el envase, en lo que corresponda. 

El deber de idoneidad está muy presente en todos los rubros que toque la 

materia de protección al consumidor e Indecopi tiene abundantes 

pronunciamientos con criterios diversos sustentados en el análisis de 

cada caso, claro está. 

En cuanto a los servicios inmobiliarios, que es materia de análisis del 

presente informe, se tiene la Resolución Nro. 1233-2015/SPC que en 

buenas cuentas se refiere al deber de información y al deber de idoneidad 

y brinda algunos criterios sobre la información que el consumidor puede 

considerar como necesaria para tomar la decisión de adquirir y contratar 

los servicios inmobiliarios que ofrecen los proveedores. 

La idoneidad se entiende básicamente como la reciprocidad entre lo que 

el consumidor esperaba recibir y lo que realmente recibe de parte del 

proveedor, pero este criterio si se toma teóricamente al pie de la letra se 

puede malinterpretar porque es subjetivo, no todos los consumidores 

esperan lo mismo de los productos ya que hay casos remotos en los que 

buscarán algunos productos para usos no tan habituales. Es entonces 

cuando se debe precisar que la idoneidad se mide en función a la 

naturaleza del producto o servicio y la finalidad para la cual ha sido creada 

y puesta en el mercado. En el mismo sentido, es un deber de los 

proveedores y un derecho de los consumidores que se brinden los 

servicios o productos de acuerdo con las condiciones que se hayan 

acordado o que sean previsibles de acuerdo con la naturaleza del 

producto o servicio. Es también necesario mencionar que los proveedores 

son responsables de los riesgos que pueda crear por eso deben tener 

preciso cuidado con el cumplimiento de las normas que se dispongan y 

que establece el Código. 
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Ahora, todo se puede sustentar en la información que brinda el proveedor 

ya que por medio de esta es que el consumidor tendrá pleno conocimiento 

de las características y la naturaleza del producto o servicio que desee 

consumir. 

Al respecto, tenemos a Gustavo Rodríguez (2014) que señala el análisis 

de una presunta infracción al deber de idoneidad consta de 3 etapas: 

En la primera etapa, se construye un “Modelo de Referencia de 

Idoneidad” sobre la base de ciertas variables (garantías). En 

segundo término, se organiza aquello que ocurrió en la realidad, es 

decir, lo que el consumidor recibió en los hechos. Finalmente, se 

compara lo que se aprecia en la realidad con el contenido del 

Modelo de Referencia de Idoneidad. (p. 308) 

Entonces, ¿cómo se vincula el deber de idoneidad con los servicios 

inmobiliarios? Cuando se celebre un contrato cuya finalidad sea la venta 

de uno de estos bienes inmuebles que ofrecen los proveedores en el 

mercado, las características de este bien deben coincidir con lo que se 

haya ofertado en la publicidad teniendo en consideración las cláusulas 

que se hayan establecido en el contrato porque es común en los contratos 

que existan estipulaciones respecto al metraje de los bienes ya que se 

establece que puede haber una variación del metraje que se indica al 

inicio con el que pueda tener el bien pero este no debe ser excesivamente 

diferente, claro está. 

Finalmente, vemos que en el expediente materia de estudio no se ve una 

falta al deber de idoneidad respecto al bien materia del contrato sino 

respecto de lo que espera el consumidor de parte del proveedor, que 

evidentemente no es terminar pagando una penalidad sino lo que hubiera 

esperado es poder adquirir el inmueble para poder gozar del mismo y en 

el futuro ejercer como propietario de este. 

 
 
 

IV. POSICION FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

IV.1 Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas 

 

Respecto a la Resolución Final N° 392-2020/CC2 de fecha 13 de marzo del 2020, 

emitida por la Comisión de Protección al Consumidor N° 2 - Sede Central (en 

adelante, la Comisión), conforme a lo mencionado en el análisis realizado en los 

apartados anteriores, hace un análisis de las consideraciones que se deben 

tener para que una cláusula configure y sea declarada de carácter abusivo. En 

cuanto a estas indica que debe concurrir que (i) la cláusula ocasione una 
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desventaja al consumidor, (ii) esté inserta en un contrato que interpretado en 

conjunto no justifique la desventaja impuesta al consumidor, (iii) la desventaja 

debe ser significativa y desequilibre la relación entre el proveedor y consumidor. 

Es entonces cuando posterior a las consideraciones de la Comisión se resuelve 

declarar infundada la denuncia interpuesta por el DENUNCIANTE ya que la 

cláusula octava que fue la que motivó la denuncia no resulta de carácter 

abusivo. 

En tanto a esta primera resolución la postura que mantengo es a favor ya que de 

acuerdo con el análisis de los problemas se trata a las cláusulas abusivas y 

teniendo en consideración la doctrina y jurisprudencia se colige que la cláusula 

octava consignada en el contrato denominado “Compromiso de contratar – Plan 

ahorro” no reunía las características detalladas en el primer párrafo de este 

apartado. 

La Resolución N° 003-2021/SPC - INDECOPI de fecha 6 de enero del 2021, 

emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, La 

Sala), hace un análisis de los hechos ocurridos desde la presentación de la 

denuncia y hace énfasis en que el DENUNCIANTE no solo denunció la 

imposición de una cláusula abusiva, sino que también incluyó como parte de 

sus pretensiones de la denuncia la falta de información del proveedor sobre la 

cláusula en cuestión. En cuanto a la deber de información que tienen los 

proveedores, La Sala, posterior a su análisis considera que la empresa 

denunciada, Los Portales, cumplió con brindar la información de manera 

oportuna ya que acreditó la inserción en el contrato denominado “Compromiso 

de contratar – Plan ahorro” de la cláusula donde se detallaba la penalidad y las 

actuaciones que conllevarían a que se aplique al consumidor. Siendo el caso 

que se advierte que el DENUNCIANTE incumplió con las obligaciones 

pactadas. Además, hace mención de la libertad de contratar que tienen los 

consumidores que les da la facultad de poder escoger en el mercado qué 

bienes y servicios escoger o contratar y con qué proveedor, no se le imponen 

estos (salvo casos excepcionales como los monopolios permitidos por el 

Estado). 

Para el análisis de las cláusulas abusivas, aunado a los requisitos que señala La 

Comisión, La Sala señala que para evaluar el carácter abusivo de una cláusula 

se deberá tener en cuenta (i) la naturaleza del producto o servicio objeto del 

contrato, (ii) circunstancias que concurren en la celebración, (iii) las demás 

cláusulas del contrato o de otro del que este dependa. 

La consideración en el estudio de La Sala respecto a que las cláusulas abusivas 

no son determinadas bajo el estudio de una afectación económica al consumidor 

sino en una asimetría en la información y en términos relacionados a los 

derechos y obligaciones entre las partes intervinientes indica que si bien la 

penalidad que detalla la cláusula octava a su imposición generaría un desmedro 

patrimonial en Denunciante es una garantía de cumplimiento de las 
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obligaciones en favor del proveedor. 

De esta manera y en consideración a lo detallado anteriormente, mi posición 

respecto al pronunciamiento emitido por La Sala es a favor de su análisis al 

confirmar la Resolución emitida por La Comisión respecto a que se declaró 

infundada la denuncia interpuesta por el DENUNCIANTE por la presunta 

infracción de los artículos 49° y 51° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor ya que incurrió en las actuaciones que dieron pie a la Los Portales 

a interponer la penalidad por incumplimiento de las obligaciones pactadas por 

las partes a la suscripción del contrato. 



29  

V. CONCLUSIONES 

 

• Del estudio y análisis del expediente materia del presente informe puedo 

desprender que la cláusula que motivó al DENUNCIANTE a denunciar a 

la empresa Los Portales Construye no tenía carácter abusivo ya que esta 

fue puesta en conocimiento y se encontraba debidamente detallados 

cuáles serían los supuestos de aplicación y los términos y condiciones 

aplicables de esta por lo que, a la lectura de un consumidor idóneo o 

razonable se tendría que haber alarmado previo a la suscripción del 

contrato y en todo caso, haber evitado rechazando la firma del mismo. 

 
• Como se ha desarrollado en el contenido del informe, el deber de 

información que tienen los proveedores tiene un papel transcendental en la 

relación de consumo y en la relación que se forma con el consumidor, tanto 

es así que, el cumplimiento de este deber da una luz de garantía que lleva 

a los consumidores a sentir seguridad por los productos o servicios que 

brinda el proveedor en el mercado. Esta información que se brinde en el 

mercado debe cumplir los requisitos que la norma brinda y se debe evitar 

que lleve a la confusión a los potenciales consumidores. 

 

• Así como el deber de información es un eje importante en la relación de 

consumo también lo es la idoneidad ya que ambos son mecanismos de 

garantía que da la norma en protección del consumidor. El criterio que se 

use para aplicar este deber de idoneidad se debe tener en consideración 

las condiciones en las que se ha desarrollado todo el asunto. No se puede 

responsabilizar al proveedor o limitar el comportamiento ya que cada 

consumidor en sus necesidades puede esperar o tener expectativas 

diferentes de lo que busquen en el mercado; lo que debe cumplirse es la 

correcta evaluación del caso teniendo en cuenta la naturaleza del producto 

o servicio y las finalidades para las que ha sido puesta en el mercado. 
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VII. ANEXOS 



 

 















 

 







 

 







 

 





 

 



 

 



 

 









 

 







 

 





 

 







 

 











 

 



 

 



 

 



 

 





 

 

















 

 







 

 





 

 











 

 






